
LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA
A TRAVÉS DE LA PRENSA

I. El tema de los funcionarios ante
el Texto articulado de la Ley

de Bases

Durante todo el mes de enero, la
prensa se ha ocupado extensa y rei-
teradamente del tema. Se reprodu-
cen algunos de los artículos más sig-
nificativos :

1. «Una deplorable experiencia ha
venido a demostrar que el no exigir
requisitos y condiciones necesarias
para la entrada en la carrera de la
Administración equivale a constituir
los destinos en patrimonio del fa-

vor y a convertir la práctica en cie-
ga rutina.» Esto lo había dicho el
señor Carrero Blanco, Subsecretario
de la Presidencia del Gobierno, en
su discurso ante las Cortes Españo-
las al presentar la Ley de Bases de
Funcionarios a la aprobación de
aquéllas. Y había añadido: «El fun-
cionario público es el elemento hu-
mano de la Administración, y la efi-
ciencia de ésta es función directa
de la calidad de quienes la sirven.»
Entre estas frases quedaba enmar-
cada la importancia capital que el
poder público otorgaba a la reorde-
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nación de la materia de personal
que el profesor Garrido Palla calificó
de «decisiva como ninguna», respec-
to al resto de las cuestiones plan-
teadas en el movimiento de reforma
administrativa.

Cuando fue llevado a las Cortes
el proyecto de reforma—1 de julio
de 1963—, el medio millón de fun-
cionarios y empleados del Estado a
los que, en una u otra medida, po-
dría afectar la nueva reglamenta-
ción, comenzó a inquietarse. Era el
viejo prejuicio, profundamente an-
clado en las sociedades poco ágiles,
que resucita vigorosamente a n t e
cualquier medida tendente a reno-
var sus estructuras. Sin embargo, los
temores de muchos se disiparon en
seguida y las ilusiones de quienes
esperaban reformas a fondo queda-
ron agostadas pronto.

La base III del proyecto establecía
taxativamente: «Los Cuerpos espe-
ciales se rigen por sus disposiciones
específicas y por las normas de esta
Ley que se refieren a los mismos.»
Se hurtaban así a la reforma legal
más de 250 Cuerpos de la Adminis-
tración civil, cuyos miembros respi-
raron por fin tranquilos. El ámbito
de aplicación de la Ley quedaba re-
ducido, casi exclusivamente, a unos
24 Cuerpos generales. O lo que es lo
mismo, la Ley no iba a significar,
como se había imaginado en un
principio, un remozamiento total y
exhaustivo de toda la Administra-
ción.

Al margen de esta minimización
del sentido de la reforma, las bases
aprobadas en Cortes suponían un
programa de trabajo cuyas normas
con fuerza inmediata de obligar se
subordinaban a una posterior tarea.
Esta función fue encomendada a la
Comisión Superior de Personal, or-

ganismo creado por la Ley para tal
fin, que ha estado trabajando inten-
samente desde el 20 de julio—fecha
de aprobación de las bases—hasta
casi hoy mismo en el texto articu-
lado de las normas. El eco de su la-
bor, al ser de dominio público, ha
desatado una viva polémica, que va
desde los despachos y ventanillas de
los funcionarios hasta los pasillos
de la Universidad—Facultades de
Derecho y Políticas, especialmen-
te—, unos y otros afectados, como ti-
tulares o aspirantes a las funciones
administrativas, por el rumbo final
que adopten las disposiciones lega-
les en estudio.

LOS FINES DE LA REFORMA

Entre los más notables defectos de
la estructura político-social de Es-
paña ha figurado tradicionalmente
la incompetencia, en líneas genera-
les, de la Administración para sa-
tisfacer las necesidades de los ad-
ministrados. Para evidenciarlo no
hace falta remontarse a la literatu-
ra costumbrista del siglo anterior,
de Larra a Galdós, pasando por los
saineteros de la Villa y Corte. Cual-
quier ciudadano español de hoy tie-
ne en su haber una dilatada y des-
agradable experiencia personal res-
pecto a retrasos, molestias, errores y
trámites inacabables en su siempre
difícil relación con la Administra-
ción.

No es inusitado que esos inconve-
nientes vengan a veces adobados,
desde despachos o ventanillas, con
unos modos arrogantes inexplicables,
sobre todo si se considera que el
ciudadano así maltratado es el pro-
pio empresario de sus desdichas me-
diante los impuestos que abona y
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con los cuales se sustenta la Admi-
nistración que debería servirle.

Esta ineficacia hay que achacarla,
sin duda, a esa suerte de cantonalis-
mo administrativo creada por la
proliferación de Cuerpos estancos,
cuyas competencias no aparecen por
otra parte bien delimitadas, pero
también, y no en menor grado, al
hecho de que ciertas funciones ha-
yan sido confiadas repetidamente a
personas sin preparación adecuada
a las necesidades.

La reforma se propuso, aunque li-
mitadamente, acabar con esta situa-
ción caótica. Para liquidar la hete-
rogeneidad existente, la Ley, tras
declarar a extinguir los múltiples
Cuerpos técnico-administrativos, pre-
vio la creación ex novo de un Cuer-
po técnico general, común a todos
los Ministerios, que se ocuparía de
las funciones de gestión, estudio y
propuesta a nivel superior. Para ase-
gurar la suficiente preparación téc-
nica de estos funcionarios se exige
una titulación académica superior,
requisito que, en distinto grado, tam-
bién será condición para los otros es-
calones administrativos.

Aquí es donde comienzan las dis-
crepancias. Aspiración de los actua-
les funcionarios es pasar en bloque,
desde sus actuales y heterogéneos es-
calafones, a integrar el nuevo Cuer-
po general técnico. La postura de los
redactores de las futuras normas le-
gales, por su parte, descansa en la
apreciación de que son precisos cier-
tos distingos previos, si se desea que
la reforma no quede en agua de bo-
rrajas.

LOS DATOS OBJETIVOS

El número de funcionarios de los
llamados Cuerpos técnico-adminis-

trativos que prestan sus servicios en
los distintos Ministerios es de unos
4.200, aproximadamente. Si se aña-
den a esta cifra los excedentes, los
miembros de Cuerpos a extinguir y
el personal no escalafonado, se pue-
de contar un total de 5.000 personas.
Por Ministerios, la cifra oscila des-
de 17 en la Presidencia del Gobierno
a 1.500 en Hacienda.

Respecto a la titulación, unos
2.300 funcionarios tienen título aca-
démico superior—la inmensa mayo-
ría de Derecho—, son bachilleres me-
dios o superiores 1.100 y, finalmente,
el resto —un millar largo— no poseen
título académico alguno. También
aquí hay grandes diferencias, según
los Ministerios. Por ejemplo, en Vi-
vienda los 210 funcionarios son ti-
tulados superiores, mientras que en
Hacienda sólo son un 30 por 100, con
unos 300, que ni siquiera poseen el
bachillerato elemental. El modo" cómo
estas personas han ingresado al ser-
vicio del Estado es por demás multi-
forme y puede reducirse a las si-
guientes situaciones:

— Pase al escalafón técnico-admi-
nistrativo, desde la situación de
auxiliares, mediante una gra-
ciosa concesión legal, plasmada
en una Orden ministerial, un
Decreto e incluso una Ley.

— Consolidación en sus puestos
de interinos, unas veces con
oposición restringida; es decir,
convocada sólo para la «gente
de la casa» o sin oposición de
ningún tipo.

— Oposición en concurrencia con
titulados, de cuyo requisito es-
taban exentos los auxiliares «de
la casa» con cuatro años de
servicios;

— Oposiciones en las que se admi-
tieron aspirantes que no po-
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seían título superior, aunque sí
el de bachiller o profesor mer-
cantil.

— Finalmente, titulados superio-
res—Derecho o Políticas, prin-
cipalmente—, admitidos median-
te oposiciones libres y abiertas.

En relación con las funciones des>
empeñadas en la actualidad por los
funcionarios técnico-administrativos,
toda variedad tiene también asiento,
desde Oficial Mayor o Subdirector
general hasta encargado de la co-
rrespondencia en el libro de registro
o de recibir matrículas escolares en
una ventanilla. En algún Ministerio
no se hacen distingos, y los puestos,
independientemente de la especiali-
zación o competencia que requieran,
se atribuyen por riguroso escalafón,
«ese gran aliado de la ineptitud y
la rutina». Así, en el Ministerio de
Hacienda, por ejemplo, los que es-
tán a la cabeza del escalafón, que
carecen en su mayoría de titulación,
ocupan puestos de importancia. En
otros Ministerios —G obernación,
Agricultura, Comercio— existe u n a
distinción tajante y el título supe-
rios es indispensable para ocupar
puestos de más categoría.

LOS CRITERIOS DE LA LEY

«La reforma de la Administración
es una condición indispensable para
el desarrollo económico», ha seña-
lado Rueff, el gran hacendista fran-
cés. «La materia de funcionarios exi-
ge de modo urgente e inaplazable no
ya retoques parciales, sino una to-
tal renovación», dice el preámbulo de
la Ley de Bases. Y la disposición
transitoria primera declara extingui-
dos, a la entrada en vigor del texto

articulado, todos los Cuerpos de fun-
cionarios existentes, que pasarán a
integrarse, «de acuerdo con su na-
turaleza», en los nuevos Cuerpos ge-
nerales que se crean; es decir, Cuer-
po técnico, para los titulados supe-
riores ; administrativo, para los ba-
chilleres universitarios; a u x i l i a r ,
para los bachilleres elementales, y
subalterno, para los que sólo posean
el certificado de estudios primarios.

De acuerdo con los criterios de la
Ley, serían clasificados como puestos
técnicos unos 2.000 a 2.500. Pero si
pasasen a este Cuerpo «todos» los
funcionarios técnico-administrativos
actuales—unos 4.500—, se llegaría a
estos resultados:

— El nuevo Cuerpo técnico, plan-
teado como un sólido y exce-
lente equipo, se convertiría en
una variopinta amalgama sin
prestigio.

— Los funcionarios de escasa pre-
paración, incluso los que ahora
desempeñan tareas secundarías,
irán pasando, en virtud de la
regla de hierro del escalafón,
a puesto de mayor responsabi-
lidad por el simple paso del
tiempo, a medida que se vayan
produciendo vacantes.

— No podrán sacarse a oposición
libre las vacantes hasta tanto
no se agote la copiosa «lista de
espera» que ahora puede for-
marse con unos 2.000 a 2.500
funcionarios. Es decir, u n o s
diez años, al ritmo normal, sin
que la Administración reciba
nueva savia técnica.

Es este punto concreto el que,
según el Jefe nacional del SEÜ,
«justifica plenamente la inquietud
de los estudiantes».
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LOS DATOS DE POLÉMICA

La discusión sobre este problema,
sacada a la palestra pública por un
diario de Madrid, adolece en líneas
generales de un error de enfoque. Si,
como ha declarado el Ministro de
Comercio el pasado día 5 de noviem-
bre, uno de los principales obstácu-
los que va a encontrar el Plan de
Desarrollo «es la escasa capacidad
de gestión de la Administración»,
las normas que regulen en el futu-
ro la materia de personal, deben
adoptarse a la luz de la eficacia e
idoneidad de ese personal y no con
criterios de beneficencia. Se ha alu-
dido con respeto reverencial a los
«derechos adquiridos» por los actua-
les funcionarios, pero esta conside-
ración no puede privar para atri-
buir funciones de responsabilidad
con independencia de la prepara-
ción. También se ha contrapuesto la
«inexperiencia» del joven universita-
rio, recién salido de las aulas, con
la «preparación» adquirida por el
funcionario escasamente letrado,
pero curtido en años y años de prác-
tica.

La opinión de quienes desean una
reforma para una Administración
eficiente es que la sociedad, al elegir
los hombres que han de servirla en
la Administración, tiene que fiarse,
en principio, del dato objetivo de su-
ficiencia que supone la titulación
académica, aunque secundariamente
pueda someter a las pruebas que se
establezcan —oposición, concurso de
méritos, cursillos—a los inicialmen-
te calificados. Y que, por supuesto,
las razonables exigencias de los fun-
cionarios, derivadas de situaciones
anteriores, deben atenderse me-
diante compensaciones de tipo eco-
nómico o similares. Pero reconocer-

les un derecho a ejercer funciones
que exigen mayor preparación de la
que posean equivale a entrabar la
Administración y, en definitiva, a
ignorar el derecho de todos los es-
pañoles a ser eficientemente admi-
nistrados» (1).

2. «Como es bien sabido, un des-
arrollo económico y social exige, en-
tre otras no menos importantes co-
sas, la puesta a punto de la Admi-
nistración. En consecuencia, se han
elaborado las bases para llevar a la
práctica la reforma administrativa,
pues, a juicio del legislador, «la ma-
teria de funcionarios exige de modo
urgente no ya retoques parciales,
sino una total renovación». Sin em-
bargo, he aquí que, de manera inex-
plicable, el anteproyecto del texto
articulado del futuro Estatuto de
Funcionarios contradice el espíritu
mismo que animó la redacción de la
correspondiente Ley de Bases, aten-
tando además contra los legítimos
intereses profesionales de los licen-
ciados en Filosofía y Letras, Dere-
cho y Ciencias Políticas y Económi-
cas. Esa es la razón que ha movido
a los estudiantes de las referidas ca-
rreras universitarias a redactar el
documento informe que hoy merece
nuestra atención.

Según el mismo, la situación ac-
tual de los Cuerpos técnicos-a dmi-
nisstrativos es heterogénea, o si se
prefiere, pintoresca. R e s u l t a que
existe un Cuerpo de 17 funcionarios
(Presidencia) y otro de 1.500 (Ha-
cienda) ; que hay Cuerpos en que
todos sus funcionarios son titula-
dos (Vivienda) y otros en los que la
inmensa mayoría no lo son (en Ha-
cienda sólo el 30 por 100 posee el tí-
tulo superior), y no escasean en ge-

(1) SP, 1 de enero de 1964.
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neral los funcionarios ingresados por
oposición «restringida», ni aquellos
que consolidaron su situación de in-
terinidad acogiéndose a la generosi-
dad de ciertas disposiciones. El re-
sultado de todo ello es claro: nues-
tra Administración no está prepa-
rada para encarar una etapa de des-
arrollo.

La Ley de Bases afrontó el pro-
blema ateniéndose a unos objetivos
concretos, entre los que cabe desta-
car la necesidad de acabar con la
heterogeneidad de situaciones antes
apuntadas, el constituir un Cuerpo
técnico de formación superior y el
prestigiar dicho Cuerpo con objeto
de atraer a la juventud universita-
ria mejor dotada. Por el contrario,
las disposiciones transitorias que
aparecen en el anteproyecto de texto
articulado responden al deseo de for-
mar un Cuerpo Técnico por aluvión,
en el que el número de funcionarios
de tal categoría sería, por extraño
que pueda parecer, muy superior al
de puestos.

Como muy bien señalan en su in-
forme los universitarios afectados,
las mencionadas disposiciones tran-
sitorias significan tanto como una
efectiva invalidación de los objeti-
vos de la Ley de Bases, y están re-
dactadas de acuerdo con el fantas-
ma de la degradación, el criterio be-
néfico de los empleados públicos, el
falso concepto del régimen transito-
rio, etc.

El no respetar en la formación del
futuro Cuerpo técnico el requisito
de titulación exigido por la Ley de
Bases, el propugnar medidas que
disminuirían en lugar de acrecentar
la eficacia de nuestra Administra-
ción, el permitir que se cree entre
los graduados universitarios un gra-
ve paro profesional y el ignorar el

derecho de los ciudadanos a una Ad-
ministración moderna, ágil y eficaz
significaría tanto como pretender
realizar una auténtica contrarrefor-
ma administrativa en vez de la re-
forma anunciada, necesaria y por
todos esperada. Por eso confiamos
una vez más en que a la postre el
buen sentido terminará por impo-
nerse en materia de tanta y tan
cualificada importancia» (2).

3. «Señor Director: En el núme-
ro de ese periódico, correspondiente
al día 16, y bajo el epígafe «Al filo
de la navaja», se inserta un artículo
sobre la reforma administrativa, en
el que se vierten unas opiniones que,
por afectarnos directamente, estima-
mos necesario aclarar, por lo cual
agradeceríamos a usted la publica-
ción de esta carta. Se dice en dicho
artículo que «un desarrollo económi-
co y social exige, entre otras no me-
nos importantes cosas, la puesta a
punto de la Administración», lamen-
tándose de que «el anteproyecto de
texto articulado del futuro Estatuto
de Funcionarios contradice el espí-
ritu mismo que animó la redacción
de la correspondiente Ley de Ba-
ses».

Esta afirmación es errónea, como
vamos a demostrar. El proyecto de
Ley de " Bases establecía que los
Cuerpos generales se integrarían en
los de nueva creación, «de acuerdo
con su naturaleza», y aunque se pro-
puso una enmienda en el sentido de
que sólo pasaran al Cuerpo técnico
los funcionarios que poseyeran títu-
lo universitario, la ponencia infor-
mó que «no comparte este punto de
vista, ya que desconoce derechos ad-
quiridos de multitud de funcionarios,

(2) PARADOX, en Arriba de 16 de
enero de 1964.

12
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que, con la fórmula propuesta, ven-
drán a ser degradados, privándoles
de una condición que actualmente
ostentan en forma legal». La inten-
ción, pues, del legislador es la in-
tegración con arreglo a la naturale-
za de los Cuerpos, y no por la titu-
lación de los funcionarios. Y en este
sentido se redactó por la Comisión
Superior de Personal la disposición
transitoria primera del articulado
de la Ley de Bases.

Por otra parte, es infundada la
presunción de que los funcionarios
poseedores de título universitario o
de enseñanza superior tienen condi-
ción técnica y que los demás care-
cen de ella. Por lo visto, no interesa
recordar que en las mismas oposi-
ciones libres—y no restringidas—se
obtuvieron t í tulos administrativos
iguales, con los que se ocuparon idén-
ticos puestos de trabajo, sin que se
establecieran diferencias para otor-
gar los de mayor responsabilidad.
Volvamos ahora a la cuestión de la
reforma de la Administración.

Sin desconocer la conveniencia de
introducir reformas en la función
pública, algunas de las cuales nos
parecen muy necesarias, es preciso
tener en cuenta que muchas de las
medidas que han de ser adoptadas
para lograr una Administración ágil
y más simplificada, dependen más
del legislador que de los propios fun-
cionarios, toda vez que éstos, en su
mayoría, vienen desempeñando su
cometido fielmente, y con el adecua-
do conocimiento de los asuntos que
t i e n e n encomendados. Confirma
nuestra opinión el contenido del
Plan de Desarrollo, en el que se dice
que «España cuenta con un creciente
potencial de desarrollo que avala el
futuro proceso de expansión y que
puede concretarse en los siguientes

puntos: ... b) Creciente vitalidad del
espíritu empresarial y «existencia»
de una Administración pública con
preparación técnica adecuada (Bo-
letín Oficial del Estado de 8 de
enero).

Resulta, por tanto, ilógico e in-
comprensible que se intente por al-
gunos sectores de estudiantes un
«borrón y cuenta nueva» para re-
formar la Administración con el ex-
preso propósito de velar por «los le-
gítimos intereses profesionales de los
licenciados en Filosofía y Letras, De-
recho y Ciencias Políticas y Econó-
micas», cuando la realidad es que los
mejores y la mayor parte de los es-
tudiantes universitarios no aspiran
a ingresar en el Cuerpo Técnico de
la Administración, sino a otros pues-
tos más altos de la esfera pública o
privada.

Se esgrime también la falta de sa-
lidas para los titulados. Aparte de
que esto no constituye un argumen-
to para desplazar a quienes legítima-
mente ocupan un puesto, sería muy
aleccionador constatar, a título de
ejemplo, el escaso número de oposi-
tores que se presentan a los diversos
Cuerpos generales y especiales de la
Administración del Estado, quedan-
do incluso plazas vacantes en las
oposiciones a algunos Cuerpos.

Otra falsa argumentación es la del
número de puestos de trabajo, de los
que se dice se priva a los universita-
rios. Ante ella nos preguntamos si
los puestos técnicos (2.000 a 2.500),
calificados como tales en diversas
publicaciones, ya están cubiertos por
2.300 funcionarios que actualmente
tienen título superior —según se hace
constar en las mismas—, ¿dónde es-
tán las plazas a que aspiran los ac-
tuales universitarios? Únicamente las
vacantes que se fueran produciendo,
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muy pocas, teniendo en cuenta la
edad —que no excede de los cincuen-
ta años— de esos componentes del
Cuerpo técnico, por lo que resulta
grotesca la afirmación de que se va
a crear «entre los graduados univer-
sitarios un grave paro profesional».

Creemos que se debe pedir un poco
más de formalidad, y que a la mayor
parte de los estudiantes les deja in-
diferente la reforma administrativa,
a pesar del interés que muestran por
ellos algunos de sus gratuitos de-
fensores.

Finalmente, y ya que no es la pri-
mera vez que se ataca al Ministerio
de Hacienda, debemos recordar a los
que piden una Administración mo-
derna, ágil y eficaz, que nuestro Mi-
nisterio ha demostrado y sigue de-
mostrando una gran eficiencia, como
lo acredita su brillante historia y,
recientemente, la reforma tributaria
de 26 de diciembre de 1957 (y la
que está a punto de ser promulga-
da), que fue posible llevar a cabo y
desarrollar cumplidamente sobre el
sólido cimiento de una Escala Téc-
nica con una poderosa capacidad de
gestión, justamente reconocida por
la superioridad. Aparecen, por ello,
como bastante vanas las críticas de
que ha sido objeto el Departamento
al que nos honramos en servir, y
que ha desplegado el esfuerzo nece-
sario para afrontar, en bien de Es-
paña, problemas cuya solución era
indispensable para realizar el Plan
de Desarrollo» (3).

4. «Señor Director: Bajo el tí-
tulo «Sobre la Reforma de la Ad-
ministración» se publica en el Arri-
ba del pasado día 18 una carta en

(3) CÉSAR ALLER, LUIS RIVAS, SAN-
TIAGO GARCÍA ASENSIO y Luis MELLA-
DO, en Arriba de 18 de enero de 1964.

la que, al contestar a un artículo
de Paradox, se ataca la postura de
los estudiantes ante el desarrollo de
la Ley de Bases de Funcionarios Ci-
viles del Estado.

Sobre el interés de los estudiantes
en la Reforma, se dicen cosas cu-
riosas :

1.° Se afirma que « s e r í a muy
aleccionador constatar, a título de
ejemplo, el escaso número de oposi-
tores que se presentan a los diversos
Cuerpos Generales y Especiales de
la Administración del Estado». En
los últimos años las cifras para los
Cuerpos Técnico-administrativos son
las siguientes: convocadas en 1960,
70 plazas, con 1.046 opositores; en
1961, 162 plazas, con 1.247 oposito-
res; en 1962, 129 plazas, con 1.250
opositores; en 1963, 105 plazas, con
936 opositores. La constatación es,
en efecto, aleccionadora.

2.° Se afirma también que «los
mejores estudiantes universitarios no
aspiran a ingresar en el Cuerpo Téc-
nico de la Administración». En la
última promoción figuran entre los
aprobados «nueve» premios extraor-.
dinarios de licenciatura, aparte de
otros muchos con expediente bri-
llante, con dos licenciaturas o con
el grado de doctor.

3.° Se afirma, por último, que «a
la mayor parte de los estudiantes
les deja indiferente la Reforma Ad-
ministrativa, a pesar del interés que
muestran por ellos sus gratuitos de-
fensores». Esta «indiferencia» se ha
manifestado en reuniones extraor-
dinarias de las Cámaras Sindicales
de las Facultades de Derecho, Polí-
ticas y Económicas y Filosofía y Le-
tras, en una ponencia de la Asam-
blea de Estudiantes de Derecho de
toda España, en razonados escritos
a las autoridades y en la constitu-
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ción de una Comisión especial con-
junta de las distintas Facultades.
En el mismo ejemplar en que se pu-
blica la carta aparece la fotografía
de esta Comisión con el Jefe Nacio-
nal del SEU exponiendo su preocu-
pación por el problema al Ministro
Secretario General del Movimiento.

Las afirmaciones sobre el fondo
del problema no son menos inexac-
tas o tendenciosas:

1.° Se dice que en los Cuerpos
técnico-administrativos, titulados y
no titulados, «ocupan idénticos pues-
tos de trabajo sin que se establecie-
ran diferencias para otorgar los de-
mayor responsabilidad». En el Mi-
nisterio de la Gobernación, el De-
creto de 2 de marzo de 1961 reserva
todos los puestos de jefatura y ma-
yor responsabilidad del Cuerpo Téc-
nico-administrativo a quienes tuvie-
ran diploma directivo, y para la ob-
tención de este diploma «exige rigu-
rosamente el título superior». El De-
creto de 9 de noviembre de 1961 es-
tablece un régimen análogo en el
Ministerio de Trabajo, y el Decreto
de 5 de julio de 1962 y la Orden de
20 de octubre de 1962 hacen lo pro-
pio en el Ministerio de Obras Pú-
blicas. El Decreto de 4 de diciem-
bre de 1963 exige para el desempe-
ño de jefaturas en el Ministerio de
Industria la pertenencia a un Cuer-
po del mismo (entre ellos el Téc-
nico-administrativo) y «el ser titu-
lado superior». En el mismo sentido
podríamos citar otras muchas dispo-
siciones de otros Ministerios.

2.° Se califica de errónea la afir-
mación de Paradox de que el ante-
proyecto de la Comisión Superior de
Personal es ilegal y se aduce que la
disposición transitoria primera coin-
cide con la Ley de Bases al prever
la integración de los Cuerpos de

acuerdo con su naturaleza. Los au-
tores de la carta saben perfecta-
mente que lo que consideramos ile-
gal no es esta disposición transito-
ria primera, sino la segunda, que re-
gula la integración de los funcio-
narios «cuando los Cuerpos sean de
naturaleza mixta». Admitiendo el
paso de funcionarios no titulados
pertenecientes a Cuerpos de natura-
leza mixta técnico-administrativa, el
anteproyecto se opone a la Ley de
Bases que, al delimitar la naturale-
za del Cuerpo Técnico, señala la ti-
tulación superior exigida para el
mismo. Por otra parte, la ilegalidad
de esta disposición transitoria no es
invención de Paradox ni de estu-
diantes mal informados, sino que
esta ilegalidad ha sido denunciada
por el Consejo de Estado en su re-
centísimo dictamen sobre el ante-
proyecto.

3.° Se dice que los estudiantes
pretendemos «desplazar a quienes le-
gítimamente ocupan un puesto» y
que por lo tanto ((vendrían a ser
degradados». Repetidamente hemos
admitido de modo expreso que quie-
nes ocupan puestos que sean clasifi-
cados como técnicos pueden seguir
desempeñándolos «a título personal»,
con independencia del Cuerpo en el
que sean integrados por imperativo
de la ley. Lo que no podemos admi-
tir es una fórmula de integración
contraria a la Ley que daría cate-
goría personal de técnico a quienes
están en puestos inferiores, prome-
tiéndoles así ocupar automáticamen-
te todas las vacantes a puestos téc-
nicos que se produzcan en el fu-
turo.

4.° Haciendo un sofisma se pre-
gunta que si los puestos están cu-
biertos, «¿dónde están las plazas a
que aspiran los universitarios?». Y
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se considera que «es grotesca la afir-
mación de que se va a crear entre
los universitarios un problema de
paro profesional». Los puestos a que
aspiramos son las vacantes que in-
evitablemente se producirán por ju-
bilaciones, muertes, excedencias, et-
cétera, como se han producido siem-
pre. Hasta ahora salían a oposición
unas 100 plazas anuales. Si los pues-
tos técnicos van a ser unos 2.500, y
con los criterios del anteproyecto
pasarían cerca de 4.500 funcionarios
al Cuerpo Técnico, es fácil ver que
los 2.000 «técnicos» (?) en lista de
espera impedirían las oposiciones du-
rante muchos años». No parece tan
grotesco pensar que la reducción de
cien salidas anuales agrava nuestro
problema profesional.

5.° No podemos pasar por alto la
afirmación de la «gran eficiencia»
administrativa apoyada «sobre el só-
lido cimiento de una escala técnica
con una poderosa capacidad de ges-
tión». Pero a esto no es necesario
responder: los lectores han tenido
contactos con ventanillas y despa-
chos y estamos seguros de que tie-
nen ya su propia opinión» (4).

II. Descentralización administrativa

1. OPINA EL PROFESOR
JORDANA DE POZAS

«En el problema de si una deter-
minada actividad o servicio de ca-
rácter público ha de organizarse de
un modo centralizado o descentrali-
zado juegan factores tan importan-
tes como la libertad, la satisfacción

(4) Comisión conjunta de las Fa-
cultades de Derecho, Políticas y Eco-
nómicas y Filosofía y Letras, en Arri-
ba de 22 de enero de 1964.

del público interesado, el coste y,
finalmente, la eficacia de la organi-
zación. En principio, suele conside-
rarse que un exceso de centraliza-
ción merma la libertad de los ciuda-
danos, y, al uniformar los métodos
y las prestaciones, elimina varieda-
des y matices muy del gusto de las
comunidades locales o regionales. Se
pretende, en cambio, que la centra-
lización ofrece mejor base para lo-
grar un coste menor de los servi-
cios y, cuando éstos requieren téc-
nicas complejas y prestaciones ma-
sificadas, una mayor eficacia.

Por otra parte, la descentraliza-
ción se defiende muchas veces como
el mejor modo de lograr que inter-
vengan en la administración de cier-
tas actividades- o servicios los pri-
mordialmente interesados en ellos,
bien por ser los que los costean, bien
por ser los que se benefician con
ellos. Y entonces es previa la cues-
tión de si semejante intervención es
buena o es perturbadora. Muchos
creen que en la administración de
la Seguridad Social debe darse un
papel muy principal a los represen-
tantes de los que pagan las cuotas
y reciben las prestaciones; pero un
servicio tan vital como el de Co-
rreos se presta sin la menor inter-
vención de los que lo utilizan, y si
se hiciera una encuesta puede afir-
marse que serían mayoría los que
entendiesen perturbadora una refor-
ma descentralizadora del tipo indi-
cado.

Finalmente, cuando se habla de
descentralización se piensa corrien-
temente que consiste en atribuir a
los municipios, a las provincias o,
en donde existan, a las regiones, ac-
tividades que ahora asume la Admi-
nistración central. Se olvida así la
descentralización consistente en
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transferir tales actividades o servi-
cios, no a las Administraciones Lo-
cales, sino a organismos o institu-
ciones especiales, creadas ad hoc o
preexistentes y dotadas de mayor o
menor autonomía (tales como los
Institutos Nacionales de Previsión,
de Colonización, de la Vivienda, de
Industria, etc.), o ciertas entidades
sindicales, sociales o económicas, en
el seno de cada una de las cuales se
plantea de nuevo la cuestión de su
forma de organización y actuación,
centralizada o no.

Aun limitándonos a la descentra-
lización en favor de las Administra-
ciones locales, surge en seguida la
cuestión de si su tamaño y sus me-
dios personales y económicos son
adecuados para la buena marcha y
conveniente coste de los servicios y
actividades hoy centralizados. E s
cada vez más frecuente que la res-
puesta a esta cuestión sea negati-
va : los pequeños municipios, por su
evidente penuria y limitación; las
ciudades (aun las grandes), por la
inadecuación entre su población, rá-
pidamente creciente, y las demarca-
ciones o términos prácticamente in-
variables, así como por la insuficien-
cia de sus recursos, y, finalmente,
las provincias, por no responder a las
exigencias de carácter geográfico y
económico requeridas para conside-
r a r 1 a s como unidades adecuadas
para- el Plan de Desarrollo, no tienen
probabilidad de que se opere en su
favor una reforma descentralizadora
importante.

La realidad evidente española es
que mientras se sigue proclamando
el designio de aumentar la descen-
tralización administrativa, la legisla-
ción y la política administrativa se
traduce,, en general, en medidas cen-
tralizadoras.

Por consiguiente, como muy bien
expresa la pregunta que se me hace,
existe un «punto óptimo» de des-
centralización administrativa, que no
cabe establecer con fórmulas gene-
rales y solemnes, sino previo el es-
tudio de la actividad o servicio de
que se trate. Y esas resoluciones con-
cretas presuponen la existencia de
Administraciones locales o de insti-
tuciones y Organismos capacitados
para asumir las funciones descen-
tralizadas. De ahí que, sin resolver
el problema de los pequeños muni-
cipios, sin dar una solución adecua-
da al complejo de cuestiones susci-
tadas por el crecimiento de las ur-
bes y sin crear una base territorial
mucho más amplia que la de nues-
tras seculares provincias, puede au-
gurarse que no se llevará a cabo la
descentralización que, desde muchos
p u n t o s de vista, parece desea-
ble» (5).

2. OPINA EL SECRETARIO GENERAL
TÉCNICO DE LA PRESIDENCIA
DEL GOBIERNO

«Estimo necesario que se consiga
una vigorización de las entidades in-
termedias entre el individuo y el Es-
tado. En este sentido se observa la
urgencia de una reorganización mu-
nicipal, especialmente a través de la
concentración de aquellos municipios
que no pueden proporcionar a sus
habitantes los servicios indispensa-
bles para que la vida urbana reúna
las condiciones de habitabilidad exi-
gidas por los tiempos presentes. Asi-
mismo parece conveniente intensifi-
car las prestaciones de servicios pú-
blicos mancomunados y cualesquiera

(5) Madrid, 18 de enero de 1964.
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otros medios que conduzcan a reva-
lorizar la vida local.

Ahora bien, la descentralización,
para que sea realmente eficaz, debe
ser contemplada en un sentido más
amplio que el estrictamente munici-
pal o provincial; así, la región se
perfila como una ideal y posible di-
v i s i ó n administrativa, justificada
tanto en el terreno de los principios
como en el de las nuevas técnicas
económicas y scciológicas.

Además, desde el punto de vista
administrativo, y en determinados
supuestos, las agrupaciones provin-
ciales pueden proporcionar los lími-
tes adecuados para una acción efi-
caz. Pero no basta con que las pro-
vincias sean una simple plataforma
de las decisiones tomadas a nivel
nacional, en lugar de desconcentra-
ción. Es necesario que las Adminis-
traciones locales puedan adoptar las
decisiones adecuadas de una manera
autónoma, siempre que no rebasen
su esfera de competencias. De esta
forma alcanzarán su plenitud a es-
tos efectos la doctrina proclamada
en los Principios del Movimiento
como un ideal a lograr. Lo contrario
no sería más que tecnocracia admi-
nistrativa, incompatible con el des-
arrollo armónico y equilibrado del
conjunto del territorio nacional» (6).

3. OPINA EL DIRECTOR GENERAL
DE ADMINISTRACIÓN LOCAL (7).

«Con la centralización pasa algo
parecido a lo que ocurre con las
suegras. A todos nos hace sonreír

(6) Madrid, 18 de enero de 1964.
(7) Madrid, 18 de enero de 1964.

cualquier sátira que vaya dirigida
contra ellas. Pero un problema de
esta clase no puede plantearse con
la ligereza del chiste fácil. Lo mis-
mo que puede ser suegra nuestra
madre, nuestra mujer o nuestra her-
mana, también es notorio que a la
centralización —o centralismo, pala-
bra esta última ya de sentido peyo-
rativo— debe mucho la civilización
de nuestros días.

Yo creo que es inexacto hablar de
problema de centralismo, porque el
verdadero problema estriba en el
equilibrio que debe haber entre la
tendencia centralizadora y la des-
centralización. El punto óptimo de
ese equilibrio es distinto según los
tiempos y según los países. En el
fondo es un problema no meramen-
te administrativo, sino político, y ya
sabemos que a un país no le cuadra
igualmente la misma fórmula de go-
bierno que puede ser excelente en
otro; ello parte de que las modali-
dades de la descentralización no se
agotan con la descentralización te-
rritorial. •

Indudablemente todos e s t a m o s
concordes en que debe fomentarse
la descentralización de los entes te-
rritoriales; pero esto no se consigue
con buenas palabras, ni discursos
grandilocuentes; ni siquiera con
buenas leyes. Es preciso antes ro-
bustecer esos Organismos en los que
se van a descentralizar los nuevos
cometidos, dotándolos de los medios
necesarios; fomentar el interés del
vecindario en forma constructiva y,
sobre todo—a mi juicio, quizá lo
más importante— crear un clima de
verdadera y auténtica responsabili-
dad. Otra cosa, como dice el re-
frán, sería empezar la casa por el
tejado.»
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4. OPINA UN PROFESOR AYUDANTE
DE DERECHO ADMINISTRATIVO (8)

«Con toda descentralización admi-
nistrativa se pretende alcanzar un
mayor perfeccionamiento de las ta-
reas estatales mediante las técnicas
de productividad, racionalización y
eficacia. Cuando una Administra-
ción, y tal es la española, ofrece un
panorama de delegación de atribucio-
nes y desconcentración de funciones,
quiere decirse que la descentraliza-
ción es necesaria e imprescindible.

Este aspecto de conseguir el pun-
to óptimo de cualquier descentrali-
zación administrativa va unido, a
nuestro parecer, a los problemas de
organización. Para ello debe iniciar-
se con una reforma profunda de
los servicios; ha de rechazarse todo
lo considerado como innecesario,
costoso e improductivo. Es decir, han
de utilizarse aquellos métodos que
hayan resultado eficaces y notorios
en el campo de la empresa privada.
La Administración es una gran em-
presa en donde los principios econó-
micos, sin mengua alguna de sus
notas social y humana, deben tener
su máxima efectividad. Una vez rea-
lizada esta ímproba y fundamental
tarea se hace necesario llevar a efec-
to la descentralización.

La descentralización, en el sentido
de dejar en manos de otros entes,
sean públicos, privados y mixtos, la
iniciación de importantes tareas ad-
ministrativas nacionales, debe ser
forzosa. Lo exige la racionalización
y la eficacia administrativas.

La realidad legislativa española es
muy expresiva en cuanto a la deter-
minación de las tareas o estudios de
mejora y perfeccionamiento de la

(8) Madrid, 23 de enero de 1964.

maquinaria administrativa. Así, las
leyes de entidades estatales autóno-
mas, régimen jurídico de la Admi-
nistración y procedimiento adminis-
trativo son claros índices de estos
deseos, conviniendo en resaltar la
necesaria actividad de traslado a
otros entes, públicos o semiprivados,
competencias y funciones de la Ad-
ministración central. En este aspecto
conviene recordar cómo la descen-
tralización administrativa es un fe-
nómeno que entre nosotros presenta
cierta tradición, pues en pleno si-
glo xix materias tan importantes
como los transportes, aguas, montes,
beneficencia, etc., ofrecían ya un cla-
ro ejemplo de actividades descentra-
lizadas, al menos en su aspecto fun-
cional. Hay otra cuestión: el Plan
de Desarrollo nacional ha de impli-
car un nuevo giro a la política de
descentralización, pues al ser de na-
turaleza indicativo, los ciudadanos,
bien individualmente, bien a través
de agrupaciones o asociaciones, es-
tán llamados a la cooperación y rea-
lización de trascendentales tareas
administrativas. En todo caso, la des-
centralización administrativa, con la
titularidad en la Administración, es
fuertemente intensa, al menos en
aquellas actividades consideradas de
primera importancia para la vida
del país.

Resumiendo: la descentralización
implica siempre una mayor rapidez,
flexibilidad, eficacia y economía de
las funciones administrativas. Ha de
iniciarse con una reorganización (de
esto pueden ya presentarse muchos
ejemplos) absoluta de los servicios
administrativos. Ha de contarse con
un personal adecuado e idóneo, pues
el giro de la realidad lo reclama; ha
de ser prudente en aquellas actua-
ciones consideradas como fundamen-
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tales para la dignidad personal de
los ciudadanos. Y, por último, ha
de recabar una colaboración más in-
tensa de las agrupaciones, entidades
profesionales, sindicales y territoria-
les.—F. SERRANO Y COS^GAYON.»

5. OPINAN DOS ESTUDIANTES

«El nivel óptimo en que interesa
situar la descentralización adminis-
trativa, hoy por hoy, no pasa de ser
una utopía. Así, pues, considera más
positivo limitar los esfuerzos a la
consecución del nivel óptimo «posi-
ble». Los factores que condicionan
tal nivel son de muy varia índole:
geográficos, económicos, sociales, po-
líticos..., siendo necesario, además,
conjugarlos en función de la máxi-
ma eficacia administrativa posible.
Ello supone una previa labor de va-
loración y análisis, buscando un ám-
bito de competencia para la acción
administrativa, donde ésta se pro-
yecta con la mayor intensidad y
efectividad, en orden a las exigen-
cias que dicho ámbito presente.

Hay una esfera a la cual jamás
podrá afectar la descentralización;
pero resta una zona extensa suscep-
tible de un tratamiento territorial-
mente más limitado. En esta zona,
cuanto más identificados se encuen-
tren los factores aludidos y el ám-
bito de competencia o nivel adminis-
trativo que los regule, más fácil será
la actuación racional sobre los mis-
mos desde una perspectiva in situ.

Existen factores administrativos
que, por su trascendencia, exigen una
atención exclusiva, constituyendo un
ámbito de competencia ad hoc; pero
cuando se prescinde del nivel o ni-
veles óptimos se reduce la eficacia
de la actuación administrativa, lo

que arrastra una serie de secuelas
tales como la falta de coordinación,
una mayor lentitud, burocratismo,
etcétera. El nivel administrativo mu-
nicipal ha tenido siempre, por insus-
tituibles realidades, un amplio mar-
gen de autonomía. El mayor proble-
ma estriba en la insuficiencia de re-
cursos para cumplir sus fines asis-
tenciales. De hecho, la única solu-
ción viable sería extender una co-
bertura por parte del Estado o, en
su caso, por las Diputaciones. Par-
tiendo de esta base, merecen cons-
tante estímulo aquellas iniciativas
que tiendan a establecer vínculos su-
pramunicipales, especialmente comu-
nidades de servicios.

De signo contrario es el problema
que tienen planteado las grandes
ciudades, para las que ha sido pre-
ciso arbitrar un status especial de
mayor autonomía. El régimen que
las «Cartas» propugnan exige un
desarrollo consecuente en el sentido
de evitar las interferencias de otros
sectores de la Administración. La
descentralización a nivel provincial
ha seguido una línea irregular: por
una parte, se ha pretendido configu-
rarla en torno a la Diputación, y,
por otra, en torno a la figura del
gobernador civil. A este respecto la
experiencia de las Diputaciones fo-
rales inclina a preferir la solución
que las mismas aportan.

Generalizar tal sistema presenta
ciertos inconvenientes, pero que no
por ello anulan las ventajas que el
mismo traería: fácil coordinación,
economicidad burocrática, participa^
ción social... Todo ello sin perjuicio
del control y planificación central.
Considero necesario vitalizar las Di-
putaciones, para lo que se precisa:
adscribirles la competencia de las
Comisiones provinciales de Servicios
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técnicos y la oportuna dotación eco-
nómica ; de otra parte, la no inje-
rencia en ese ámbito de los gober-
nadores civiles. En algunos sectores
la insuficiencia del nivel provincial
y la ineficacia de la centralización
ha constituido el fundamento de un
nivel regional. Por ahora se encuen-

. tra limitado a sectores muy especí-
ficos de la . Administración, siendo
improbable su extensión a un ám-
bito más generalizado.

Cabe un nivel regional viable que
por constituirse ad hoc reúne los
requisitos necesarios de permanen-
cia. En este sentido las Confedera-
ciones Hidrográficas y las «comuni-
dades turísticas» nos señalan un ca-
mino sugerente.—J. HUMBERTO QUIN-
TANA.»

«La evolución histórico-politica ha
dado auge a la centralización sin
ninguna cortapisa.

La anarquía sistemática e indivi-
dualizada en la labor administrati-
va que imperaba en el feudalismo,
rota por la Monarquía absolutista,
que ejercía el control de todas las
funciones, vino a desembocar en una
época de culto a la Ley que ayudó
mucho a la instauración del siste-
ma centralista por la revolución
de 1789.

España, durante el siglo pasado, se
dejó llevar de la influencia francesa,
llevando del mismo modo a un lugar
preponderante la centralización ad-
ministrativa. Tanto la función admi-
nistrativa como la política marchan
paralelas hacia la consecución de un
mismo fin, el bien común, por lo que
no pueden separarse.

Una absoluta centralización admi-
nistrativa anquilosa al más flexible
de los organismos locales y acaba

por convertirlos en meras dependen-
cias, cuyas funciones se encuentran
mermadas y restringidas. Implica al
mismo tiempo la intervención para
la designación de autoridades por
parte del Estado, que más o menos
directamente limita de esta forma la
capacidad de actuar libremente.

Los países van creciendo y evolu-
cionando alrededor de sus sistemas,
que poco a poco se van asfixiando y
quedando aprisionados como las es-
plendorosas ciudades antiguas a las
que invade la selva, Llega el momen-
to en que es imposible ver lo que
acontece más allá de los primeros
árboles, y es preciso salir y estable-
cer diferentes puntos de vista para
poder compenetrarse con las dimen-
siones y la magnitud del problema
que envuelve.

La Administración y el Estado han
de estar en un continuo movimiento,
en un constante esfuerzo para no
llegar a un excesivo positivismo ju-
rídico, buscando una nueva confor-
mación normativa. Esta conforma-
ción debe salirse de un rígido impe-
rio de la Ley en base a una libertad
en armonía con la ética y el Dere-
cho natural, sin la esterilización pro-
pia de la vitalidad pública.

Por otra parte, las nuevas formas
de orden social y económico impul-
san al Estado a la búsqueda de un
planteamiento y una planificación
más amplios y adecuados. La des-
centralización administrativa exige
la desconcentración de la actividad
de los órganos superiores para que
se vean más desahogados en su la-
bor, como propugna la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo.

Especialización funcional de los di-
versos entes territoriales es también
una exigencia de la descentraliza-
ción administrativa. De esta forma
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serán auténticos organismos subes-
tatales, independientes en sus fines
y su actuación, que estará derivada
de la propia naturaleza representa-
tiva y decisoria. Esta autonomía de
los organismos capacitados territo-
riales impondría una mayor compe-
tencia en el momento de dirimir
cualquier cuestión.

Ahora bien, no se debe tomar la
descentralización como fundamento
informador, sino como un medio del
que se debe hacer uso conveniente-
mente.—Otón Gómez Segura (9).—
A. O. C.

(9) Madrid, 23 de enero de 1964.
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